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Actuario judicial

36.	 Actuario judicial
De acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española, la palabra “actuario” pro-
viene del latín actuarĭus, y se refiere a la labor de una persona que interviene 
con fe pública en la tramitación de los autos procesales.

En el ámbito del derecho procesal, la actividad del actuario judicial se 
relaciona con los profesionales de la administración de justicia, que por dispo-
sición legal se encuentran investidos de fe pública.

En el ejercicio de las funciones de la judicatura, estos servidores públicos 
están facultados para realizar notificaciones personales, oficiosas, por lista y/o 
electrónicas a las partes que intervienen en el juicio de amparo, en las contro-
versias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad.

Es importante recordar que una notificación es una comunicación oficial 
o resolución judicial que, con carácter formal, es emitida por un juez. Tales 
actuaciones procesales tienen por objeto enterar a las partes del contenido de 
los proveídos judiciales en sus oficinas, domicilio o lugar en que se encuentren; 
para ello, el actuario judicial debe constituirse en los lugares previamente se-
ñalados en autos y hacer constar el nombre de la persona con quien se entien-
da la diligencia y, en su caso, si se negara a firmar el acta o a recibir el oficio.

La labor del actuario judicial es de vital importancia para la seguridad 
jurídica de las partes, así como para el debido desarrollo de los juicios, ya 
que debe buscar a la persona a notificar, cerciorarse de su identidad, hacerle 
saber el número de expediente y el órgano jurisdiccional que la ordena, y 
finalmente, entregarle copia autorizada de la resolución y, en su caso, de los 
documentos que se le anexen.

No obstante lo anterior, los actuarios judiciales no son los únicos que se 
encuentran investidos de fe pública. Por ejemplo, los secretarios de juzgado 
tienen que recibir por sí o por conducto de la oficialía de partes los escritos 
o promociones que presenten las partes; anotar al calce la razón del día y la 
hora de presentación, expresando el número de hojas que contengan los do-
cumentos que se acompañen; asentar razón idéntica en la copia, con la firma 
del que recibe el escrito y el sello del juzgado o tribunal, para que quede en 
poder del interesado; autorizar los despachos, exhortos, actas, diligencias y 
autos, así como toda clase de resoluciones dictadas; registrar puntualmente en 
los expedientes las certificaciones, constancias y demás razones que la ley o el 
superior ordene; expedir las copias que la ley determine o deban darse a las 
partes en virtud de mandamiento judicial; recoger, guardar e inventariar los 
expedientes; efectuar, en el tribunal o juzgado, las notificaciones que les enco-
miende la ley o entregar para el mismo objeto los expedientes al notificador 
o, en su caso, al ejecutor.

Hiram Raúl Piña Libien

37.	 Acuerdo de trámite
En el ámbito de la pragmática del derecho procesal constitucional mexicano, 
se identifica a esta voz con las determinaciones correspondientes a la admi-
sión, trámite y resolución del juicio de amparo, de las controversias constitu-
cionales y acciones de inconstitucionalidad; sin embargo, es importante seña-
lar que en la legislación correspondiente a cada una de ellas no se le precisa 
con exactitud, por lo que, a fin de hallarla, es necesario efectuar un exhaustivo 
ejercicio de revisión de la normatividad aplicable.
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Acuerdo de turno

Por ejemplo, en el artículo 104 de la Ley de Amparo se prevé que el recur-
so de reclamación procede en contra de los acuerdos de trámite dictados por 
el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por los presiden-
tes de sus salas o de los tribunales colegiados de circuito.

Otro ejemplo de ello es la atribución del presidente de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para designar ministros, en el caso de que una de las 
salas requiera integrarse con miembros de la otra, esto solamente sucede cuan-
do dos o más ministros se manifiestan impedidos para conocer de un asunto.

En el caso de las controversias constitucionales y de las acciones de in-
constitucionalidad, particularmente en la etapa de instrucción, el presidente 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación designa, según el turno que 
corresponda, a un ministro instructor, a fin de que ponga el proceso en estado 
de resolución.

Por cuanto hace a los presidentes de las salas y a los presidentes de los 
tribunales colegiados de circuito, de forma genérica se establece que cuen-
tan con atribuciones para dictar los trámites que procedan en los asuntos de 
competencia de la sala o tribunal respectivo, hasta ponerlos en estado de re-
solución.

Hiram Raúl Piña Libien

38.	 Acuerdo de turno
En el ámbito del derecho procesal mexicano, esta voz se refiere a las deter-
minaciones correspondientes a la recepción, registro y turno de los asuntos 
y promociones competencia de los tribunales. Para tal efecto, se establecen 
diferentes oficinas de correspondencia común, cuya finalidad es instaurar un 
sistema de distribución de expedientes de forma ordenada, para evitar que la 
carga de trabajo de los juzgados se acumule en un solo órgano jurisdiccional. 
Para tales fines, se emplean sistemas computarizados o aleatorios para el re-
gistro de los mismos.

En el ámbito de la Federación, el Consejo de la Judicatura del Poder Ju-
dicial de la Federación, a través del Acuerdo General 13/2007, regula el fun-
cionamiento, supervisión y control de las oficinas de correspondencia común 
de los tribunales de circuito y juzgados de distrito del Poder Judicial de la  
Federación. Con la finalidad de aprovechar el conocimiento previo del asun-
to, por parte del titular o titulares de los órganos jurisdiccionales, así como 
evitar resoluciones contradictorias, ha establecido reglas para el turno de ca-
sos relacionados.

En el supuesto de no estar de acuerdo con la determinación, el órgano 
jurisdiccional al cual se le remite el asunto puede enviarlo al que considere 
que debe conocer del mismo, y de no aceptarlo este último, podrá plantear 
el conflicto de turno ante la Comisión de Creación de Nuevos Órganos del 
Consejo de la Judicatura Federal.

Para dar mayor celeridad a la impartición de justicia y preservar las ga-
rantías del artículo 17 constitucional, al plantear los conflictos de turno, los 
órganos jurisdiccionales suspenden los procesos o procedimientos jurisdic-
cionales.

Al suprimirse los conflictos de turno, en el caso de que el sistema remita 
un expediente a un órgano jurisdiccional conforme a los criterios de relación 
autorizados, y este último estime que no lo está, entonces deberá considerarlo 
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Acuerdo del presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

como un turno aleatorio y continuar con la tramitación del mismo, en cuanto 
tenga competencia legal para ello.

En suma, el turno es una forma de distribuir los expedientes entre varios 
tribunales que tienen igual circunscripción territorial de competencia, ya sea 
por materia o grado, bajo criterios de equidad y proporcionalidad de cargas 
de trabajo y de acceso a la justicia.

Hiram Raúl Piña Libien

39.	 Acuerdo del presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación

Los acuerdos del presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) 
se conforman por las determinaciones que este emite en el ámbito de sus atri-
buciones constitucionales, legales, así como las que derivan de su diversa nor-
mativa interna. Estos pueden ser de naturaleza jurisdiccional o administrativa.

De conformidad con el tercer párrafo del artículo 94 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación (LOPJF), la Suprema Corte se compone por 
once ministros y funciona en pleno o en salas; asimismo, uno de los minis-
tros ejercerá el cargo de presidente, quien no integrará Sala. Derivado de su 
estructura funcional, el artículo 14 de la referida Ley Orgánica establece las 
atribuciones de su presidente.

Los acuerdos que el presidente debe emitir dentro de su ámbito de com-
petencia jurisdiccional derivan de lo establecido en el artículo 105 de la Cons-
titución federal; el artículo 10 de la referida Ley Orgánica, así como en la 
Ley de Amparo, en los cuales se establece que esta conocerá: de controversias 
constitucionales; acciones de inconstitucionalidad; recursos de apelación en 
contra de sentencias de jueces de distrito dictadas en aquellos procesos en los 
que la federación sea parte y que por su interés y trascendencia así lo ameri-
ten; del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas por los jueces de 
distrito o los tribunales unitarios, así como en los casos en que subsista en el 
recurso el problema de constitucionalidad de normas generales.

Igual competencia tiene cuando ejerce la facultad de atracción para cono-
cer del amparo en revisión; contra sentencias que en amparo directo pronun-
cien los tribunales colegiados, cuando se haya impugnado la inconstituciona-
lidad de una ley; del recurso de queja en los casos y condiciones establecidas 
en la Ley de Amparo, así como el recurso de reclamación contra sus propios 
acuerdos. En relación con los asuntos de competencia de la Corte, una vez 
que su presidente recibe las promociones correspondientes por conducto de 
su oficialía de partes, a cada una de ellas recae un acuerdo emitido por él, en 
el cual se le indicará el destino de la promoción.

En cuanto a las controversias constitucionales, el presidente tiene la fa-
cultad de dictar acuerdos en la instrucción; en la ejecución determina si la 
misma ha quedado cumplida o no; el presidente es quien dicta el acuerdo 
mediante el cual ordena notificarla a las partes, así como el mandamiento de 
publicarla en el Semanario Judicial. Para el caso de incumplimiento de la ejecu-
toria, emitirá acuerdo mediante el que turnará el asunto al ministro ponente 
para que someta al Pleno el proyecto por el cual se aplique el último párrafo 
del artículo 105 de la Constitución. De conformidad con el artículo 53 de la 
Ley Reglamentaria del Artículo 105 Constitucional, el trámite del recurso de 
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